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CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA DE CONTRATOS DE TRABAJO – OPERARIO DE SOLDADURA – NO FUERON CONTRATOS DE OBRA – RELACIÓN LABORAL - Conforme con lo expuesto, considera la Sala que en realidad entre el señor César Augusto Varela García y el señor Mario Sánchez Vargas no existieron varios contratos de obra, como lo quisieron hacer ver los demandados con los documentos aportados al plenario, ya que en realidad lo que se evidencia es que entre ellos hubo una relación de índole laboral, pues nótese como las supuestas obligaciones que tenía el actor como contratista, nunca fueron cumplidas, ya que en ningún momento la construcción de las estructuras metálicas se hicieron con los propias herramientas del demandante, ni mucho menos con sus propios medios y bajo su responsabilidad, debido a que las herramientas y la materia prima utilizadas para ello las proporcionó siempre el señor Mario Sánchez Vargas, quien dicho sea de paso, en el interrogatorio de parte sostuvo que el objeto del establecimiento de comercio de su propiedad consistía en la elaboración y construcción de estructuras metálicas, labor que efectivamente era la que realizaba el señor Varela García, bajo su supervisión. Tampoco puede pasarse por alto lo dicho por el demandado en el mencionado interrogatorio de parte, quien indicó que siempre se les cancelaban los aportes a la seguridad social de manera continua e ininterrumpida, a pesar de que hubiera periodos en los que no prestara el servicio, afirmación que resulta contradictoria, pues no resulta lógico que un tercero que no recibe un beneficio cancele una obligación que no debe estar a su cargo, lo que en realidad demuestra, en conjunto con los testimonios rendidos en el proceso, que ese pago de la seguridad social lo hacía el señor Mario Sánchez Vargas a favor del demandante, porque era su obligación como empleador.

En este punto, resulta oportuno indicar que en el presente asunto no se presentó sustitución patronal como lo quisieron hacer ver los accionados, ya que tal y como lo informaron los declarantes, fue el señor Mario Sánchez Vargas quien siempre estuvo al frente del negocio de construcción y ensamble de estructuras metálicas, sin que el cambio de establecimiento de comercio haya afectado esa relación contractual, pues el rol que desempeñó su hija fue netamente administrativo.

En cuanto a los extremos, al contestar la demanda –fls.42 a 49- el señor Sánchez Vargas aceptó como punto de partida el 27 de noviembre de 1992 y como hito final se tomará la fecha indicada en la demanda y su reforma, esto es, el 24 de febrero de 2014, ya que tal y como se ve en la historia laboral emitida por Porvenir S.A. –fls.26 a 30- fue hasta ese ciclo en el que la señora Paula Andrea Sánchez Quiceno hizo aportes a pensión a favor del trabajador César Augusto Varela García.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 
AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DIA
Hoy, treinta de agosto de dos mil diecisiete, siendo la una y cuarenta y cinco minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 25 de agosto de 2016, dentro del proceso que promueve el señor CÉSAR AUGUSTO VARELA GARCÍA en contra del señor MARIO SÁNCHEZ VARGAS y de la señora PAULA ANDREA SÁNCHEZ QUICENO, cuya radicación corresponde al Nº 66170-31-05-001-2015-00180-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor César Augusto Varela García que la justicia laboral declare que entre él y el señor Mario Sánchez Vargas existió un contrato de trabajo desde el 15 de febrero de 1992 hasta el 24 de febrero 2014 y con base en ello aspira que se condene al demandado a reconocer y pagar primas de servicios, vacaciones, cesantías y sus intereses, el auxilio de transporte, las sanciones moratorias por no pago de los intereses a las cesantías y por no consignación del auxilio de cesantía, la indemnización prevista en el artículo 65 del C.S.T. o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas, los aportes al sistema general de pensiones y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Prestó sus servicios como operario de soldadura a favor del señor Mario Sánchez Vargas desde el 15 de febrero de 1992 y el 24 de febrero de 2014; tales servicios eran prestados en el establecimiento de comercio “Metálicas Roysan” de propiedad del señor Sánchez Vargas; como operario de soldadura le correspondía elaborar estructuras metálicas e instalarlas; le correspondía cumplir un horario de lunes a viernes de 7:00 am a 12:00 m y de 1:30 pm a 6:30 pm; por las actividades desarrolladas se le canceló el salario mínimo legal mensual vigente; entre el mes de octubre de 2011 y el mes de febrero de 2014 la señora Paula Andrea Sánchez Quiceno fungió como representante del empleador; el 24 de febrero de 2014 se terminó la relación laboral entre las partes; acudió ante el Ministerio de Trabajo, pero la misma no se pudo adelantar ante la falta de comparecencia del demandado.

Al contestar la demanda –fls.42 a 49- el señor Mario Sánchez Vargas indicó que entre él y el señor Varela García existieron múltiples contratos civiles de obra entre el 27 de noviembre de 1992 y el mes de noviembre de 2011 y consistían en la elaboración de estructuras metálicas; igualmente señaló que la señora Paula Andrea Sánchez Quiceno no ha fungido como su representante, explicando que con ella el demandante tuvo varios contrato de obra. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Cobro de lo no debido e inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.
Ante las manifestaciones hechas por el demandado, el juzgado de conocimiento por medio de auto de 4 de diciembre de 2015 –fl.99- ordenó la vinculación al proceso de la señora Paula Andrea Sánchez Quiceno en calidad de demandada.
Al dar respuesta a la demanda –fls.111 a 123- la señora Sánchez Quiceno negó y dijo no constarle los hechos narrados por el actor. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de fondo de “Inexistencia de vínculos laborales o de contratos laborales, entre la parte demandante y la demandada, así como con el señor Mario Sánchez Vargas y buena fe que los exonera de pagar indemnizaciones moratorias de toda índole”, “Prescripción de acciones y de acreencias laborales e indemnizaciones moratorias de toda índole”, “Pago y compensación de valores que confiesa el demandante recibió del señor Mario Sánchez Vargas”, “No sustitución patronal” y “Genérica”.

Al reformar la demanda –fls.141 a 163- el señor César Augusto Varela García solicitó que se declarara que a partir del 1º de noviembre de 2011 hubo sustitución patronal entre el señor Mario Sánchez Vargas y la señora Paula Andrea Sánchez Quiceno y con base en ello pretende que se condene a ambos a reconocer y pagar lo pedido en el libelo introductorio. 

Agregó en los hechos, que el 1º de noviembre de 2011 se canceló la matrícula mercantil del establecimiento de comercio “Metálicas Roysan” de propiedad del señor Varela García, pero ello no le impidió continuar ejerciendo las mismas actividades y negocios, ya que en realidad ese negoció paso a denominarse “Indumos” y su propietaria es la señora Paula Andrea Sánchez Quiceno, el cual se matriculó el 29 de septiembre de 2011, es decir, que desde el 1º de noviembre de 2011 continuó haciendo las mismas actividades como operario de soldadura, pero a favor de la señora Sánchez Quiceno.

En escrito visible a folios 173 a 175 del expediente la demandada respondió la reforma, aceptando únicamente la existencia del relacionado establecimiento de comercio “Indumos” de su propiedad. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y se ratificó en las excepciones interpuestas en la contestación de la demanda.
En sentencia de 25 de agosto de 2016, el juez determinó que si bien en principio operaría en favor del señor César Augusto Varela García la presunción establecida en el artículo 24 del C.S.T., por haber quedado acreditada la prestación del servicio a favor de los demandados, la verdad es que de conformidad con las pruebas allegadas al proceso, el señor Mario Sánchez Vargas y la señora Paula Andrea Sánchez Quiceno lograron demostrar que entre ellos y el demandante se presentaron varios contratos de obra civil, en los que el actor se comprometía a realizar por su propia cuenta y riesgo estructuras metálicas que debían ser armadas en determinadas empresas y entidades de la región; motivo por el que negó las pretensiones de la demanda.
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado la decisión completamente desfavorable a la parte actora, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Existió entre el señor César Augusto Varela García y los demandados un contrato de trabajo entre las fechas señaladas en la demanda?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones solicitadas por el actor?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA DE CONTRATOS DE TRABAJO

Si bien la configuración de un contrato de trabajo requiere la presencia de los tres elementos previstos en el artículo 23 del C.S.T., y de conformidad con el principio general de la carga de la prueba, previsto en el artículo 177 del C.P.C., incumbe a la parte que afirma, acreditar su aserto; en desarrollo del principio general de la favorabilidad laboral, está previsto en el artículo 24 del C.S.T. que “Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo”, lo cual no hace nada distinto a repartir la carga probatoria respecto a las reclamaciones de carácter contractual laboral.

En efecto, si la “relación de trabajo” es la prestación personal de un servicio de manera continuada y por remuneración, al trabajador le bastará demostrar la prestación de tales servicios para que, en principio, se asuma que los llevó a cabo bajo la modalidad de un contrato de trabajo y, en consecuencia, pueda gozar de todos los beneficios otorgados por el C.S.T.

De otro lado, demostrada la prestación de los servicios personales, si el empleador se quiere eximir de las consecuencias jurídicas propias de la vinculación contractual laboral, le corresponde la carga de probar que los servicios recibidos, no lo fueron en forma subordinada o por remuneración. 

EL CASO CONCRETO
Sostiene el señor César Augusto Varela García que prestó sus servicios como soldador a favor del señor Mario Sánchez Vargas entre 15 de febrero de 1992 y el 31 de octubre de 2011 y que a partir del 1º del 1º de noviembre de 2011 operó sustitución patronal entre éste y la señora Paula Andrea Sánchez Quiceno, con quien la relación contractual se extendió hasta el 24 de febrero de 2014.
En su defensa, el señor Mario Sánchez Vargas al dar respuesta a la demanda expresó que desde el 27 de noviembre de 1992 conoció al señor Varela García pues a partir de ese momento y hasta el mes de noviembre de 2011 suscribieron varios contratos civiles de obra, indicando que a partir de ese momento él suscribió otros contratos de la misma índole con la señora Paula Andrea Sánchez Quiceno, situación ésta última que fue corroborada por ella al contestar la demanda y su reforma, manifestando que en efecto celebró dos contratos de obra con el accionante que se ejecutaron entre el 9 de enero de 2012 y el 19 de junio de esa misma anualidad.
Para soportar esas afirmaciones en su defensa, adjuntaron varios contratos civiles de obra suscritos con el señor César Augusto Varela García –fls.50 a 87 y 126 a 135-, que en principio muestran que entre las partes aparentemente hubo varias relaciones contractuales que no eran de índole laboral, siendo del caso anotar que en todas ellas el objeto básicamente consistía en elaborar estructuras metálicas que debían instalarse en los sitios o empresas que allí se determinaban y en donde se le exigía al contratista entre otras cosas, que los elementos que utilizara debían garantizar la calidad de la construcción, comprometiéndose a ejecutarla con sus propios medios y bajo su responsabilidad. 
Sin embargo, con el ánimo de dar luces sobre los pormenores que rodearon la relación contractual, el señor Varela García solicitó que fueran escuchadas las declaraciones de Fabio López Ramírez y Dumar Gómez Galvis.
El señor López Ramírez, quien prestó sus servicios como soldador a favor del señor Mario Sánchez Vargas desde aproximadamente el año 1993 hasta el año 2013, expresó que conoció al señor César Augusto Varela García desde que llegó al taller ubicado en la Calle 12 Nº 20-34 del barrio la aurora baja del municipio de Dosquebradas, en donde funcionaba el establecimiento de comercio “metálicas roysan” de propiedad de señor Mario Sánchez Vargas y en donde ya se encontraba prestando sus servicios el demandante; sostiene que en principio se les cancelaba una remuneración un poco mayor al salario mínimo legal mensual vigente, pero que para la época en la que él terminó sus actividades con el señor Sánchez Vargas en el año 2013, se les cancelaba $250.000 semanales; indica que durante todo ese tiempo les correspondía soldar estructuras metálicas, así como ensamblarlas; que gran parte del tiempo realizaban esas labores en el mencionado taller, pero que debido a los contratos que conseguía el señor Mario Sánchez Vargas, había épocas en las que tenían que realizar esas actividades en determinadas empresas, en donde tenían que montar las estructuras metálicas; afirma que para ejecutar las tareas encomendadas se les exigía el cumplimiento de un horario de trabajo que iba de lunes a viernes de 7:00 am a 12:00 m y de 1:30 pm a 6:30 pm; explicó que el señor Sánchez Vargas les pedía el favor de firmar algunos contratos en los que decían que ellos iban a recibir cierta cantidad de dinero por realizar determinadas estructuras metálicas, pero que el dinero era recibido por él y a ellos se les seguía cancelando el salario habitual; manifiesta que durante toda esa época ellos prestaban sus servicios de manera ininterrumpida; esgrimió que los elementos y la materia prima con las que se realizaban las estructuras las proporcionaba el accionado.
Explica que hubo un momento en el que la señora Paula Andrea Sánchez Quiceno, hija del señor Sánchez Vargas, empezó a trabajar con su padre, y que en ese momento terminaron con “Metálicas Roysan” y abrieron “Indumos” que figuraba a nombre de la ingeniera, pero que en realidad, aparte de esa formalidad, nada cambió, pues era el señor Mario quien continuaba dándoles las instrucciones y manejando todo el negocio de la elaboración y ensamble de las estructuras metálicas; señala que para poder asistir a citas médicas o para ausentarse a realizar una diligencia personal, debían solicitarle permiso al demandado, pues de no ser así, se le descontaba ese día no trabajado; finalmente dijo que tuvo conocimiento que el señor Varela García se retiró voluntariamente debido a un inconveniente que hubo con una máquina soldadora.

Por su parte el señor Dumar Gómez Galvis dijo haber prestado sus servicios como soldador a favor del señor Mario Sánchez Vargas desde el año 2009 hasta el mes de febrero de 2014, y que fue por esa situación que conoció al señor César Augusto Varela García, quien ya venía prestando sus servicios de tiempo atrás a favor del demandado; básicamente corrobora toda la información suministrada por el testigo Fabio López Ramírez, en cuanto a las tareas desempeñadas por el actor como soldador en la construcción de estructuras metálicas y su ensamble en las empresas contratantes, el horario de trabajo que debían cumplir, fue más específico en señalar que cuando él empezó a prestar sus servicios en el año 2009, la remuneración que percibían como soldadores era de $220.000 semanales, que para el 2010 y 2011 pasaron a ser $230.000 y desde el 2012 hasta cuando finalizó la relación contractual $250.000 semanales; también confirmó lo dicho respecto al cambio del nombre del taller en el que realizaban sus funciones, aunque dijo no recordar si eso aconteció en el año 2011 o en el año 2012, pero que en todo caso, más allá del cambio del nombre de “Metálicas Roysan” a “Indumos” no se percibió cambio alguno frente a quien era la persona que les daba las indicaciones y quien estaba pendiente de que se ejecutaran las tareas, pues ese rol siempre lo desempeñó el señor Mario Sánchez Vargas, anotando que su hija Paula Andrea estuvo trabajando un tiempo en la parte administrativa, pero que en realidad en la parte operativa, que era en donde ellos se desempeñaban, no tenía ningún tipo de incidencia, pues como ya había dicho, al frente de esa responsabilidad siempre estuvo el demandado.
Conforme con lo expuesto, considera la Sala que en realidad entre el señor César Augusto Varela García y el señor Mario Sánchez Vargas no existieron varios contratos de obra, como lo quisieron hacer ver los demandados con los documentos aportados al plenario, ya que en realidad lo que se evidencia es que entre ellos hubo una relación de índole laboral, pues nótese como las supuestas obligaciones que tenía el actor como contratista, nunca fueron cumplidas, ya que en ningún momento la construcción de las estructuras metálicas se hicieron con los propias herramientas del demandante, ni mucho menos con sus propios medios y bajo su responsabilidad, debido a que las herramientas y la materia prima utilizadas para ello las proporcionó siempre el señor Mario Sánchez Vargas, quien dicho sea de paso, en el interrogatorio de parte sostuvo que el objeto del establecimiento de comercio de su propiedad consistía en la elaboración y construcción de estructuras metálicas, labor que efectivamente era la que realizaba el señor Varela García, bajo su supervisión. Tampoco puede pasarse por alto lo dicho por el demandado en el mencionado interrogatorio de parte, quien indicó que siempre se les cancelaban los aportes a la seguridad social de manera continua e ininterrumpida, a pesar de que hubiera periodos en los que no prestara el servicio, afirmación que resulta contradictoria, pues no resulta lógico que un tercero que no recibe un beneficio cancele una obligación que no debe estar a su cargo, lo que en realidad demuestra, en conjunto con los testimonios rendidos en el proceso, que ese pago de la seguridad social lo hacía el señor Mario Sánchez Vargas a favor del demandante, porque era su obligación como empleador.
En este punto, resulta oportuno indicar que en el presente asunto no se presentó sustitución patronal como lo quisieron hacer ver los accionados, ya que tal y como lo informaron los declarantes, fue el señor Mario Sánchez Vargas quien siempre estuvo al frente del negocio de construcción y ensamble de estructuras metálicas, sin que el cambio de establecimiento de comercio haya afectado esa relación contractual, pues el rol que desempeñó su hija fue netamente administrativo.

En cuanto a los extremos, al contestar la demanda –fls.42 a 49- el señor Sánchez Vargas aceptó como punto de partida el 27 de noviembre de 1992 y como hito final se tomará la fecha indicada en la demanda y su reforma, esto es, el 24 de febrero de 2014, ya que tal y como se ve en la historia laboral emitida por Porvenir S.A. –fls.26 a 30- fue hasta ese ciclo en el que la señora Paula Andrea Sánchez Quiceno hizo aportes a pensión a favor del trabajador César Augusto Varela García.
Ahora bien, como el demandado interpuso la excepción de prescripción y la demanda fue presentada el 14 de julio de 2015 –fl.37-, es decir, dentro de los tres años siguientes a la finalización del contrato de trabajo, todos las obligaciones que surgieron con anterioridad al 24 de febrero de 2011 se encuentran cobijados por el fenómeno de la prescripción, con excepción del auxilio de las cesantías y de las vacaciones, pues respecto al primero se tiene que de conformidad con lo establecido en el artículo 254 del C.S.T. las mismas solo se hacen exigibles cuando finaliza el vínculo laboral y frente a las segundas porque para el trabajador, éstas sólo se hacen exigibles una vez vencidos los dos años siguientes a la anualidad en que dicha prerrogativa quedó causada, pues así se colige de la lectura conjunta de los artículos 186 y 187 del C.S.T., en cuanto disponen que un trabajador tiene derecho a gozar de 15 días de vacaciones por cada año de servicios, pero que la época de su disfrute debe ser señalado por el empleador a más tardar dentro del año subsiguiente al momento de la causación del derecho, por lo que el último periodo vacacional que prescribió fue el causado entre el 27 de noviembre de 2007 y el 26 de noviembre de 2008.

En cuanto el salario que se debe tomar para efectos de realizar las respectivas liquidaciones, si bien quedó demostrado que entre los años 2009 y 2014 el accionante percibía una remuneración semanal que empezó en $220.000 y finalizó en $250.000 semanales, que mensualmente superan en gran medida el salario mínimo legal mensual vigente de la época, lo cierto es que en el libelo introductorio el actor expresó que el salario devengado era el mínimo legal mensual vigente y fue con esa base salarial con la que solicitó que se liquidaran las condenas, lo que significa que fijar un monto superior implicaría adoptar esa decisión bajo las facultades extra y ultra petita, que como bien es sabido, le está prohibido al juzgado de segunda instancia, motivo por el que el salario con el que se calcularan las prestaciones sociales, será el mínimo.
Como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, se le adeuda al señor César Augusto Varela García por concepto de auxilio de transporte, primas de servicio, cesantías y sus intereses y vacaciones la suma de $14.664.104.
A la suma anteriormente señalada, se le debe descontar la suma de $4.603.876 que consignó la señora Paula Andrea Sánchez Quiceno el 29 de abril de 2016 –fl.138- a favor del demandante, como depósito judicial en el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, a título de “pago de prestaciones sociales”.

En lo que tiene que ver con las sanciones moratorias solicitadas, esto es, las establecidas en la Ley 52 de 1975, artículo 99 de la Ley 50 de 1990 y artículo 65 del C.S.T., por no pagar los intereses a las cesantías, no consignar el auxilio de cesantías en el fondo al que se encuentre afiliado el trabajador y por la falta de pago de los salarios y prestaciones sociales a la fecha de terminación del contrato, ha sido pacifica la jurisprudencia nacional y local en sostener que la misma no opera de manera automática, pues en cada caso se debe analizar si tales omisiones se encuentran precedidas de una actuación de buena fe, no obstante, en este caso en particular encuentra esta Corporación, que no se pude catalogar como buena fe el hecho de que el señor Mario Sánchez Vargas haya prorrogado durante tanto tiempo una relación contractual bajo una denominación que lo que realmente hacía era desconocer los beneficios propios que ostentaba el señor Varela García, siendo del caso expresar que tampoco es dable catalogar como una actuación de buena fe, el hecho de que se haya querido mostrar que en determinado momento él dejó de ser el empleador del actor, argumentando que se había cerrado el establecimiento de comercio “Metálicas Roysan” de su propiedad y que eventualmente la responsabilidad era de su hija Paula Andrea Sánchez Quiceno, a nombre de quien se puso el establecimiento de comercio “Indumos”, pues como quedó acreditado, a pesar de esas situaciones, quien continuó ejerciendo las veces de empleador en la dirección del negocio de construcción y ensamble de estructuras metálicas fue el demandado Sánchez Vargas.
Bajo tales parámetros, tiene derecho el actor a que se le cancele por concepto de sanción por no pago de los intereses a las cesantías, la suma de $239.628 y por la falta de consignación de las cesantías entre el 24 de febrero de 2011 y el 14 de febrero de 2014, la suma de $20.140.920. 
En lo que concierne a la sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T., es del caso recordar que en el proceso quedó acreditado que el señor César Augusto Varela García devengaba al finalizar el contrato, un salario mensual superior al mínimo legal mensual vigente, por lo que a pesar de que no sea posible liquidar las prestaciones sociales y demás obligaciones a cargo del empleador con esa base salarial, sino con el mínimo legal mensual vigente, tal y como se explicó en precedencia por no poderse fallar en esta sede con base en las facultades extra y ultra petita; la sanción de un día de salario por cada día de retardo a partir del 25 de febrero de 2014 solo corre hasta el 24 de febrero de 2016, adeudándosele por ese concepto la suma de $14.783.998, y a partir del mes veinticinco que inicia el 25 de febrero de 2016, se le deben cancelar al actor intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera.
Como ninguna pretensión fue dirigida en contra del señor Mario Sánchez Vargas por concepto de indemnización por despido sin justa causa, pues precisamente lo único que indicó en ese sentido fue que la relación laboral había finalizado el 24 de febrero de 2014, sin expresar cual fue la causa del mismo o de quien había sido la decisión de que el mismo hubiese finalizado, no hay lugar a analizar tal situación, siendo del caso resaltar, que en todo caso, el testigo Fabio López Ramírez informó que la decisión de dar por terminado el mismo había sido del demandante, al haber tenido un inconveniente con una maquina soldadora.
En el anterior orden de ideas, se revocará la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 25 de agosto de 2016.

Costas en ambas instancias a cargo del señor Mario Sánchez Vargas en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 25 de agosto de 2016.
SEGUNDO. DECLARAR que entre el señor CÉSAR AUGUSTO VARELA GARCÍA y el señor MARIO SÁNCHEZ VARGAS existió un contrato de trabajo entre el 27 de noviembre de 1992 y  el 24 de febrero de 2014.

TERCERO. CONDENAR al señor MARIO SÁNCHEZ VARGAS a reconocer y pagar a favor del demandante las siguientes sumas de dinero:

A. Por concepto de auxilio de transporte, prestaciones sociales y vacaciones, la suma de $14.664.104, que al descontarle los $4.603.876 consignados por esos conceptos a favor del señor VARELA GARCÍA en el depósito judicial realizado el 29 de abril de 2016, asciende a la suma de $10.060.228.
B. Por concepto de sanción por no pago de los intereses a las cesantías la suma de $239.628.

C. Por concepto de sanción por no consignación de las cesantías la suma de $20.140.920.

D. Por concepto de sanción moratoria por no pago de las prestaciones sociales al finalizar el contrato de trabajo, la suma de $14.783.998, la cual corrió entre el 25 de febrero de 2014 y el 24 de febrero de 2016. A partir del 25 de febrero de 2016 se le deben cancelar al actor intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera.
CUARTO. CONDENAR en costas en ambas instancias al señor MARIO SÁNCHEZ VARGAS en un 100%.
QUINTO. ABSOLVER a la señora PAULA ANDREA SÁNCHEZ QUICENO de las pretensiones de la demanda.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
   OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA.                                         

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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